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QUEJOSO: **********.
MINISTRO PONENTE: josé ramón cossío díaz.

SECRETARIO: RAÚL MANUEL MEJÍA GARZA. 

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día trece de mayo de dos mil nueve.
V I S T O S para resolver los autos del amparo en revisión número 1232/2008, y

R E S U L T A N D O   Q U E:

PRIMERO. Interposición de la demanda de amparo. Mediante escrito presentado el cinco de febrero de dos mil ocho en la Oficina de Correspondencia Común a los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, **********, por su propio derecho, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan: 

AUTORIDAD RESPONSABLE:

Titular de la Contraloría Interna en el Instituto Federal Electoral. 

ACTOS RECLAMADOS:

a) El inicio del procedimiento administrativo de responsabilidad y su resolución de fecha 28 de septiembre del año 2007.

b) La sentencia que recayó al recurso de revocación de fecha 8 de enero de 2008.

Garantías constitucionales violadas. La parte quejosa señaló como garantías individuales violadas las establecidas en los artículos 1, 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; narró los antecedentes del caso; y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes.

SEGUNDO. Trámite del juicio de amparo. El Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, quien conoció del asunto por razón de turno, admitió la demanda de amparo, la registró con el número 124/2008-IV y solicitó a la autoridad responsable rendir su informe justificado, lo anterior mediante auto de seis de febrero de dos mil ocho. 
Seguidos los trámites de ley, el veintitrés de abril de dos mil ocho, la titular de dicho juzgado celebró la audiencia constitucional en la que dictó sentencia
, la cual terminó de engrosar el día veintisiete de de junio del mismo año. En la sentencia la juzgadora determinó sobreseer en el juicio de amparo por considerar que la vía elegida por el quejoso era improcedente.

De acuerdo con la juzgadora, en este caso el juicio de amparo promovido por la parte quejosa resultaba improcedente ya que tanto del texto de la Constitución Federal, como de la legislación aplicable, se desprendía que el órgano competente para resolver los conflictos que se susciten entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores es el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Igualmente, señaló la juzgadora, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es el órgano competente para resolver los conflictos que se generen por la imposición de sanciones que realice el Instituto Federal Electoral. Por lo tanto, si en el caso el quejoso impugna la resolución por la cual la Contraloría Interna del citado instituto electoral le impuso como sanción la amonestación pública, es evidente que el juicio de amparo no es la vía adecuada.
TERCERO. Interposición del recurso de revisión. Inconforme con la sentencia del Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, el quejoso interpuso recurso de revisión mediante escrito presentado el quince de julio de dos mil ocho, ante el juzgado del conocimiento. De tal recurso correspondió conocer, por razón de turno, al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo presidente, mediante acuerdo de cuatro de agosto de dos mil ocho lo admitió a trámite quedando registrado con el número R.A. 309/2008-4970.

Seguidos los trámites de ley, el veintiocho de noviembre de dos mil ocho, dicho órgano colegiado dictó sentencia,
 cuyo punto resolutivo es el siguiente:

ÚNICO.- Remítase este asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que determine si en el caso es procedente o no que ejerza su competencia originaria para resolverlo.
En cumplimiento, el Secretario de Acuerdos del Tribunal Colegiado remitió a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación los autos del juicio de amparo número 124/2008-IV y del amparo en revisión RA 309/2008-4970 para su resolución, mediante oficio número 11548 de nueve de diciembre de dos mil ocho.
CUARTO. Trámite del recurso. Este Alto Tribunal asumió su competencia originaria para conocer del recurso de revisión, mediante auto de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de doce de diciembre de dos mil ocho. Asimismo, en dicho auto se ordenó formar y registrar el expediente con el número 1232/2008; se dio vista al Procurador General de la República para que formulara el pedimento respectivo y se turnó el asunto al Ministro José Ramón Cossío Díaz para la elaboración del proyecto de resolución.

El Agente del Ministerio Público de la Federación formuló su pedimento, mediante escrito de dieciséis de enero de dos mil nueve, en el que consideró que los agravios hechos valer por el recurrente eran infundados, tomando en consideración que la sanción que le fue impuesta por el órgano de Contraloría del Instituto Federal Electoral cumplió plenamente con las garantías de debida fundamentación y motivación
. De acuerdo con el Agente del Ministerio Público de la Federación, los funcionarios del Instituto Federal Electoral se encuentran sujetos al régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Por lo tanto, la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral se encontraba legalmente facultada para emitir las resoluciones impugnadas. En consecuencia, lo procedente es negar el amparo al quejoso.
Mediante escrito presentado el quince de enero de dos mil nueve en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Titular de la Contraloría General del Instituto Federal Electoral manifestó que el Pleno de este Alto Tribunal carece de competencia legal para conocer del presente recurso de revisión.
Previo dictamen del Ministro Ponente, en el que solicitó la remisión de este expediente a la Sala de su adscripción, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó que el amparo en revisión de que se trata fuera remitido a la Primera Sala. Posteriormente, el Presidente de dicha Sala ordenó que ésta se avocara al conocimiento del asunto, mediante auto de veintinueve de enero de dos mil nueve.
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer y resolver del presente asunto, de conformidad con los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo; y, 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como el punto Cuarto del Acuerdo Plenario 5/2001, pues se interpone contra una sentencia dictada por un Juez de Distrito, derivada de un juicio de amparo indirecto en el que se reclamó la inconstitucionalidad de diversas resoluciones emitidas por el Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral.

SEGUNDO. Oportunidad. Toda vez que el Tribunal Colegiado omitió pronunciarse sobre la oportunidad de la presentación del recurso, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación procede a realizarlo.

La sentencia le fue notificada personalmente al quejoso el primero de julio de dos mil ocho, por lo que el término para interponer el recurso corrió del tres al dieciséis de julio de dos mil ocho, descontándose del mismo los días cinco, seis, doce y trece del mismo mes y año por ser inhábiles, de conformidad con el artículo 23 de la Ley de Amparo. En consecuencia, si el recurso fue interpuesto el quince de julio del dos mil ocho en la Oficialía Común de Partes del Juzgado Décimo de Distrito en Materia Administrativa, debe concluirse que éste fue presentado oportunamente.

TERCERO. Cuestiones necesarias para resolver el asunto.

I. Antecedentes. 

a) El veintiocho de mayo de dos mil siete el Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral citó a la parte quejosa a efecto de que compareciera a una audiencia que se celebraría el catorce de junio del mismo año dentro de un procedimiento de responsabilidades administrativas.
b) El catorce de junio de dos mil siete el quejoso se presentó a la audiencia a la que había sido citado por el Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral dentro del procedimiento de responsabilidades administrativas. En dicha audiencia el quejoso hizo los señalamientos que a su derecho convinieron.
c) Posteriormente, la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dictó una resolución dentro del expediente administrativo, en la que se determinó sancionar al ahora quejoso con una amonestación pública por diversas violaciones a sus obligaciones como servidor público. La resolución fue emitida el veintiocho de septiembre de dos mil siete. Esta resolución es uno de los actos impugnados en la demanda de amparo.
d) La resolución administrativa señalada en el inciso anterior fue notificada a la parte quejosa el uno de octubre de dos mil siete. Inconforme con dicha resolución, el quejoso promovió recurso de revocación. El mencionado recurso fue interpuesto el veintitrés de octubre de dos mil siete.
e) El Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral admitió a trámite el recurso de revocación mediante acuerdo de fecha nueve de noviembre de dos mil siete. Previo trámite, el ocho de enero de dos mil ocho, la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dictó la resolución que recayó al recurso. Esta resolución es uno de los actos impugnados en la demanda de amparo.
f) Por último, el once de enero de dos mil ocho, la resolución del recurso de revocación fue notificada a la ahora parte quejosa.
II. Conceptos de violación. En su escrito de demanda de amparo, la parte quejosa tildó de inconstitucionales:

a) El inicio del procedimiento administrativo de responsabilidades por parte del titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral y la emisión de la resolución en dicho procedimiento de veintiocho de septiembre de dos mil siete en la que se le impone como sanción la amonestación pública.

b) La resolución dictada por el titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral el ocho de enero de dos mil ocho, dentro del recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución del procedimiento administrativo de responsabilidades de los servidores públicos.

Antes de exponer los conceptos de invalidez, se considera necesario realizar la siguiente precisión. En sus nueve conceptos de violación la quejosa señala que –por las razones que a continuación se expondrán- la resolución que recayó al recurso de revocación viola sus garantías individuales, ya que declara la validez y legalidad de la resolución que le impuso la sanción. En ese sentido, el quejoso centra sus argumentos en señalar las diversas violaciones que, en su opinión, ocurrieron en el procedimiento administrativo y que no fueron corregidas en el recurso de revocación.
a) En el primer concepto de violación la quejosa adujo que la resolución administrativa dictada por el Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral el ocho de enero de dos mil ocho es violatoria de las garantías contenidas en los artículos 1, 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esencialmente, la quejosa argumentó que la autoridad emisora del acto reclamado era incompetente para dictar la resolución administrativa por medio de la cual se sancionó al quejoso.

De acuerdo con el quejoso, la autoridad responsable omitió estudiar debidamente su competencia antes de emitir la resolución administrativa por medio de la cual se le sancionó con una amonestación pública. De esta forma, el acto carece de la debida fundamentación ya que la autoridad emisora es incompetente dado que no hay norma alguna que la faculte a llamarlo a un procedimiento administrativo de responsabilidades de los servidores públicos. El quejoso sustenta su argumento en el hecho de que la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos no establece en ninguna de sus disposiciones que el Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral se encuentre legalmente facultado para iniciar procedimientos administrativos sancionadores.
Además, señala que no es obstáculo a lo anterior el que la autoridad responsable pretenda sustentar su acto de autoridad en la fracción IX, del artículo 3 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos ya que esta fracción no es aplicable dado que se refiere en exclusiva a los órganos jurisdiccionales. Por lo tanto, razona la quejosa, si la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral es un órgano administrativo (y no uno jurisdiccional), no puede sustentar su competencia en la citada fracción (que se refiere en exclusiva a los órganos se naturaleza jurisdiccional).
Tampoco podría la autoridad responsable justificar su actuar, en opinión del quejoso, en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, ya que dada la fecha en que acaecieron los hechos objeto del procedimiento de responsabilidad administrativa, éstos se rigen por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y no la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. Cita en apoyo de su argumento el artículo sexto transitorio de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.
Agrega el quejoso que el acto reclamado fue dictado por el Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral cuando no se encuentra en el ordenamiento disposición alguna que otorgue facultades a ese sujeto para dictar una resolución administrativa que sancione al quejoso. Por lo tanto, debe declararse la inconstitucionalidad del acto reclamado por violación a las garantías de seguridad jurídica de la parte quejosa.

En conclusión, si no se encuentra en el ordenamiento legal disposición alguna que faculte a la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral ni a su titular para aplicar las sanciones administrativas contenidas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, entonces es claro que el acto viola las garantías constitucionales de debida fundamentación y motivación del quejoso.

b) En su segundo concepto de violación el quejoso dirigió sus argumentos contra la resolución que recayó al recurso de revocación interpuesto por el quejoso en contra de la resolución administrativa sancionadora. Señala que dicha resolución al reconocer la legalidad y validez de la resolución administrativa impugnada, emitida por el Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral, viola las garantías individuales del quejoso.
De acuerdo con el quejoso, la inconstitucionalidad de la resolución que recayó al recurso de revocación se origina en que reconoce la validez de la resolución impugnada, siendo que ésta había sido dictada por una autoridad incompetente. En síntesis, los argumentos de la parte quejosa pretenden demostrar que en el procedimiento administrativo sancionador participaron autoridades incompetentes y que, en consecuencia, al resolver el recurso de revocación, la autoridad debió haber detectado las irregularidades y revocar la sanción. En consecuencia, señala el quejoso, la resolución que recayó al recurso de revocación viola en su perjuicio las garantías de seguridad jurídica ya que fue sancionado por una autoridad incompetente.
c) En su tercer concepto de violación el quejoso argumentó que la sentencia que recayó a la resolución administrativa es violatoria de sus garantías individuales porque reconoce la legalidad y la validez de la resolución impugnada. En particular la afectación deriva del reconocimiento que se hizo en la resolución del recurso de revocación de la validez de las constancias que obran en el expediente del procedimiento administrativo sancionador. El quejoso alega que la autoridad responsable les reconoció valor probatorio pleno a las mencionadas constancias, cuando se trataba de copias simples que fueron impugnadas oportunamente por falsas por el quejoso.
Esta circunstancia, en opinión del quejoso, lo deja en estado de indefensión ya que las constancias en que se sustentó la resolución que le impuso una sanción eran exclusivamente copias simples. En consecuencia, el quejoso señala carecer en absoluto de certeza sobre la autenticidad de los documentos que se encuentran en el expediente y que motivaron la sanción que le fue impuesta por el Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral.
d) En su cuarto concepto de violación el quejoso alega que se violaron sus garantías constitucionales ya que el oficio por medio del cual fue citado a la audiencia en el procedimiento administrativo carecía de la debida fundamentación y motivación, lo cual afecta la validez de la resolución que eventualmente se dictó en dicho procedimiento.
Concluye el quejoso señalando que el procedimiento administrativo iniciado en su contra es nulo porque deriva de un citatorio que ostenta vicios de origen que no pueden ser subsanados. De esta forma, el indicado vicio de origen afecta la validez de la totalidad del procedimiento administrativo que derivó en la imposición de una sanción. Por lo tanto, al reconocerse la validez jurídica del mencionado procedimiento administrativo en el recurso de revocación, se violaron en su perjuicio las garantías constitucionales de seguridad jurídica.
e) En el quinto concepto de violación el quejoso señala que la resolución viola las garantías contenidas en los artículos 1º, 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sustenta su afirmación en que la irregularidad que le fue imputada y que dio lugar a la sanción que le fue impuesta no se encuentra debidamente acreditada. De esta forma, si no existe prueba válida que demuestre la existencia de las irregularidades que se le imputan, no puede la autoridad sancionarlo.

f) En su sexto concepto de violación la parte quejosa argumenta que la resolución que recayó al recurso de revocación viola en su perjuicio las garantías consagradas en los artículos 1º, 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que en el citatorio para la audiencia (del procedimiento administrativo) no se encuentran debidamente acreditadas conforme a derecho las irregularidades que se le imputan. En consecuencia, estas irregularidades tampoco se encuentran debidamente acreditadas en la resolución impugnada. Por lo tanto, la resolución carece de la debida motivación.
g) En el séptimo concepto de violación, la parte quejosa alega que se violaron en su perjuicio diversas garantías constitucionales ya que en la resolución que combate no se demostraron debidamente las supuestas irregularidades que se le imputan. De esta forma, si no se encuentra prueba válida alguna que permita imputarle las supuestas irregularidades, no podía recaer en su contra una resolución que le impusiera una sanción.
h) En el octavo concepto de violación, la parte quejosa expresa que la resolución recaída en el recurso de revocación vulnera en su perjuicio diversas garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ya que reconoce la legalidad y la validez de la resolución impugnada. En particular, la quejosa argumenta que en el procedimiento administrativo que culminó con la imposición de la amonestación pública no se respetaron las normas procesales. Por lo tanto, si en el procedimiento administrativo sancionador no se respetaron las normas que rigen el procedimiento, la resolución que se dictó carece de validez jurídica.
i) Por último, en el noveno concepto de violación, la parte quejosa señala que la resolución que le impone la amonestación pública es ilegal ya que la autoridad responsable omite hacer una exposición de las circunstancias y acontecimientos que permitan individualizar la sanción aplicable. En opinión del quejoso, la autoridad que emitió la resolución impugnada no da argumento alguno a lo largo de la resolución que le permitan afirmar que correspondía imponer precisamente la pena impuesta y no otra. Esta circunstancia, afirma la quejosa, viola sus garantías de seguridad jurídica.

III. El Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, sobreseyó el juicio de amparo porque consideró que en el caso se actualizaba la hipótesis de improcedencia establecida en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 99, fracciones VII y VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que:

a) La vía intentada por el quejoso era improcedente, pues se reclama el inicio del procedimiento de responsabilidades, la emisión de la resolución del veintiocho de septiembre del dos mil siete y la resolución que recayó al curso de revocación del ocho de enero del dos mil ocho; 

b) Al existir un régimen especial para la resolución, en única instancia, de las diferencias y conflictos laborales suscitados entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores, así como para la determinación e imposición de sanciones, éstos no pueden ser impugnados mediante el juicio de amparo. Esto es así, pues según lo establecen las fracciones VII y VIII del artículo 99 de la Constitución General de la República, corresponde al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación resolver tales conflictos de forma definitiva e inatacable; 
c) Debido a la conformación y trascendencia social de la actuación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, sus resoluciones no requieren revisarse respecto a cuestiones de legalidad o constitucionalidad por un órgano de control, tal como lo reconoce el artículo 189, fracción I, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
IV. En su escrito de agravios, la recurrente señala que la resolución del Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal le genera perjuicio porque:
a) La sentencia del Juez de Distrito viola en su perjuicio los artículos 77 y 114 de la Ley de Amparo. De acuerdo con la recurrente, el Juez de Distrito no debió declarar improcedente el juicio de amparo ya que no es cierto que la vía adecuada para plantear los argumentos hechos valer en su demanda de amparo sea acudir al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. De acuerdo con la recurrente, el Juez de Distrito no distingue adecuadamente entre los conflictos que pertenecen al ámbito laboral y los que pertenecen al ámbito de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos.
El recurrente inicia su argumentación señalando que es cierto que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es el órgano encargado (en términos de la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos) de resolver los conflictos y diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores. Puntualiza que tal como se desprende de la lectura de la norma invocada, la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación se actualiza exclusivamente cuando se trata de diferencias laborales entre el citado organismo electoral y sus trabajadores. Continúa señalando que los conflictos laborales son aquellos que se suscitan entre los trabajadores y sus patrones producto de la relación de trabajo que existe entre ambos.
Ahora bien, en el caso de la resolución impugnada no se trata de un conflicto de naturaleza laboral, sino uno relacionado con la responsabilidad administrativa de los servidores públicos. Prueba de lo anterior es que la resolución impugnada derivó de un procedimiento en el que se aplicaron las normas de responsabilidades de los servidores públicos y no las normas laborales que rigen las relaciones del Instituto Federal Electoral y sus servidores en tanto trabajadores.
En consecuencia, si en términos de la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación se actualiza exclusivamente cuando se trata de conflictos laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores y en este caso se trata de un conflicto relacionado con las responsabilidades administrativas de los servidores públicos –materia por completo diferente de la laboral- es claro que el mencionado órgano jurisdiccional no tiene facultades para conocer de la presente controversia. Por lo tanto, se equivoca el Juez de Distrito al señalar que el juicio de amparo era improcedente ya que tanto de la Constitución Federal como de la legislación aplicable se desprende que la vía adecuada era acudir al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Cita en apoyo de su argumentación la tesis aislada de rubro “TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL. CARECE DE COMPETENCIA PARA CONOCER Y RESOLVER CONTROVERSIAS DERIVADAS DE LAS SANCIONES APLICADAS A LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, EN SU CALIDAD DE SERVIDORES PÚBLICOS.”

Por otra parte, el Juez de Distrito también se equivoca al considerar que en el presente caso se actualizaba la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en términos de la fracción VIII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De acuerdo con el recurrente el citado precepto normativo se refiere a la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para resolver sobre la imposición de sanciones por parte del Instituto Federal Electoral cuando las sanciones sean de naturaleza electoral y no de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.
Concluye el recurrente que ni la fracción VII, ni la fracción VIII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos facultan al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de los medios de defensa en contra de las resoluciones del Instituto Federal Electoral cuando dichas resoluciones versen sobre la responsabilidad administrativa de los servidores públicos.

b) De acuerdo con el recurrente la sentencia del Juez de Distrito viola los artículos 77 y 114 de la Ley de Amparo ya que no hay correspondencia entre la norma señalada como fundamento de la improcedencia y las tesis de jurisprudencia que se utilizan en la argumentación de la sentencia. De esta forma, mientras la improcedencia se sustenta en la fracción VIII, artículo 99 de la Constitución Federal, las tesis de jurisprudencia invocadas por el juzgador se refieren a la fracción VII, también del artículo 99 constitucional. Señala la recurrente que la incongruencia antes señalada hace que la sentencia del Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal carezca de la debida fundamentación y motivación.
V. Finalmente, el Tribunal Colegiado determinó remitir el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, a efectos de que ésta decidiera si ejerce su competencia originaria por considerar que:

a) Al fijar la competencia del Tribunal Federal Electoral para conocer de las resoluciones que emita la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral en materia de responsabilidades de los servidores públicos, es necesario interpretar de manera directa, los artículos 41, 99, fracciones VII y VIII, 109 y 123, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con ello dilucidar: (1) la naturaleza jurídica del Instituto Federal Electoral; (2) la manera en que se rigen sus relaciones laborales y de responsabilidades administrativas; y, (3) si los conflictos a que hace referencia la fracción VII del artículo 109 de la Ley Fundamental se refiere a las resoluciones dictadas en materia de responsabilidades de los servidores públicos; además de determinar si como supuesto de excepción, cuando se reclame la inconstitucionalidad de una ley, procede el juicio de amparo en contra de esas resoluciones, en virtud de la improcedencia expresa que para esos casos prevé el artículo 10 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral;
b) El asunto contiene un alto nivel de importancia y trascendencia, por lo que su resolución puede impactar en la interpretación y aplicación del orden constitucional; 

c) De autos se observa que la autoridad responsable anexó a su informe justificado, dos resoluciones emitidas por el Tribunal Federal Electoral, SUB-JLI-3/2006 y SUB-JLI-35/2004, en los que dicho Tribunal establece su competencia para conocer de las resoluciones que emite el Instituto Federal Electoral en materia de responsabilidades de los servidores públicos. Por ello, si el Tribunal Colegiado emite un criterio contrario, provocaría una contradicción de tesis no prevista en los artículos 99 y 107, fracción XIII, de la Ley Fundamental.
Por las consideraciones anteriores, el Tribunal Colegiado determinó remitir los autos del presente recurso de revisión a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

CUARTO. Estudio del asunto. Como se desprende de los antecedentes descritos, el tema sobre el que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe pronunciarse se circunscribe a determinar la procedencia (o la improcedencia) del juicio de amparo en aquellos casos en que trabajadores del Instituto Federal Electoral impugnan resoluciones administrativas emitidas por el citado organismo electoral en las que se apliquen normas relacionadas con el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.
En primer lugar, es necesario precisar que el Juez de Distrito consideró que el juicio de amparo no era la vía procedente para impugnar las resoluciones emitidas por el Instituto Federal Electoral en las que se aplique la normativa relativa a las responsabilidades administrativas de los servidores públicos dado que el texto de las fracciones VII y VIII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que dichos conflictos serán resueltos por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Las fracciones citadas señalan literalmente lo siguiente:

“Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación.

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará en forma permanente con una Sala Superior y salas regionales; sus sesiones de resolución serán públicas, en los términos que determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su adecuado funcionamiento.

La Sala Superior se integrará por siete Magistrados Electorales. El Presidente del Tribunal será elegido por la Sala Superior, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por cuatro años.

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:

I. 
Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores;

II. 
Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala Superior.

Las salas Superior y regionales del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de una elección por las causales que expresamente se establezcan en las leyes.

La Sala Superior realizará el cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, una vez resueltas las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, procediendo a formular, en su caso, la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos.

III. 
Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a las señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen normas constitucionales o legales;

IV. 
Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos;

V. 
Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes. Para que un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del Tribunal por violaciones a sus derechos por el partido político al que se encuentre afiliado, deberá haber agotado previamente las instancias de solución de conflictos previstas en sus normas internas, la ley establecerá las reglas y plazos aplicables;

VI. 
Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores;

VII. 
Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores;

VIII. 
La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Federal Electoral a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, que infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las leyes, y

IX. 
Las demás que señale la ley.

[…]”.
Así, para poder resolver el tema de la procedencia del juicio de amparo en el supuesto mencionado, es necesario interpretar el alcance de las dos fracciones del artículo 99 de la Constitución Federal. Por considerar que ambas fracciones se refieren a supuestos diferentes, lo adecuado es realizar el estudio de cada una de ellas por separado.

Régimen laboral y régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos

Como ya se mencionó, el acto reclamado en la demanda de amparo consistió en diversas resoluciones que fueron emitidas por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dentro de un procedimiento de sanción por violaciones a las normas de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se refiere a este tipo de conflictos, por lo que en el citado caso no se actualiza la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Lo anterior se sustenta en que, como se explicará a continuación, la citada porción del artículo 99 de la Constitución Federal se refiere exclusivamente a los conflictos laborales que se susciten entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores.

De esta forma, en opinión de esta Primera Sala, resulta indispensable distinguir, por una parte, los conflictos que se suscitan entre los trabajadores y los patrones y, por la otra, los conflictos que puedan surgir por el fincamiento de responsabilidades administrativas a los servidores públicos. Así, éstos se encuentran sujetos a un doble régimen jurídico. Por un lado, existe una relación laboral entre el trabajador y el patrón (en el caso en cuestión el Instituto Federal Electoral) y esta relación jurídica se regirá por las normas de derecho laboral aplicables. Por otro lado, los servidores públicos también se encuentran sujetos a un régimen de responsabilidades administrativas que determina la forma y las condiciones como los servidores públicos deben desempeñarse.

La relación laboral que se da en este caso entre el funcionario y el Instituto Federal Electoral se caracteriza por una relación de subordinación en la que el trabajador se compromete a prestar un servicio personal al patrón a cambio de una contraprestación económica. En términos generales se han señalado como característica de la relación laboral la prestación de un trabajo personal subordinado a una persona mediante el pago de un salario.
Sirven de apoyo a lo señalado en párrafos anteriores respecto los elementos de la relación laboral las siguientes tesis aisladas y de jurisprudencia emitidas por la anterior Cuarta Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

“RELACION LABORAL, CARACTERISTICAS DE LA.

Para que exista la relación laboral, no es necesario que quien presta sus servicios dedique todo su tiempo al patrón ni que dependa económicamente de él. El verdadero criterio que debe servir para dilucidar una cuestión como la presente es el concepto de subordinación jurídica establecida entre el patrono y el trabajador, a cuya virtud aquél se encuentra en todo momento en posibilidad de disponer del trabajo, según convenga a sus propios fines. Así pues, no se requiere la utilización efectiva de la energía y de la fuerza de trabajo, sino que basta con la posibilidad de disponer de ella. Correlativo a este poder jurídico es el deber de obediencia del trabajador a las órdenes del patrón. La facultad de mando presenta un doble aspecto: jurídico y real. En cuanto al primero, el patrón está siempre en aptitud de imponer su voluntad al trabajador y éste está obligado a obedecer acomodando su actividad a esa voluntad. En cuanto al segundo, debe tomarse en cuenta que, precisamente porque los conocimientos del patrón no son universales, existe la necesidad de confiar numerosas fases del trabajo a la iniciativa propia del trabajador, siendo más amplia esta necesidad cuando se trata de un término, de tal manera que la dirección del patrón puede ir de un máximo a un mínimo. Por consiguiente, para determinar si existe relación de trabajo, debe atenderse menos a la dirección real que a la posibilidad jurídica de que esa dirección se actualice a través de la imposición de la voluntad patronal.

RELACION LABORAL, EXISTENCIA DE LA.

De conformidad con el artículo 20 de la Ley Federal del Trabajo, la relación de trabajo es la prestación de un servicio personal subordinado a una persona, mediante el pago de un salario. De esta definición se advierte que el elemento esencial de la relación de trabajo, que permite distinguirla de otras relaciones jurídicas, es el de la subordinación en la prestación del servicio, la cual se traduce en la facultad del patrón de disponer de la fuerza de trabajo del obrero de acuerdo con la ley o el contrato.
”
En el caso de los trabajadores del Instituto Federal Electoral, la Constitución Federal determina que su régimen laboral se encontrará detallado en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Así, la base tercera del artículo 41 de la Constitución Federal establece que las relaciones laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores se regirán por la ley electoral y el estatuto que apruebe el Consejo General.
“Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.

La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:

[…]

V. La organización de las elecciones federales es una función estatal que se realiza a través de un organismo público autónomo denominado Instituto Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos nacionales y los ciudadanos, en los términos que ordene la ley. En el ejercicio de esta función estatal, la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad serán principios rectores.

El Instituto Federal Electoral será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y funcionamiento y profesional en su desempeño; contará en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El Consejo General será su órgano superior de dirección y se integrará por un consejero Presidente y ocho consejeros electorales, y concurrirán, con voz pero sin voto, los consejeros del Poder Legislativo, los representantes de los partidos políticos y un Secretario Ejecutivo; la ley determinará las reglas para la organización y funcionamiento de los órganos, así como las relaciones de mando entre éstos. Los órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario para prestar el servicio profesional electoral. Una Contraloría General tendrá a su cargo, con autonomía técnica y de gestión, la fiscalización de todos los ingresos y egresos del Instituto. Las disposiciones de la ley electoral y del Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo General, regirán las relaciones de trabajo con los servidores del organismo público. Los órganos de vigilancia del padrón electoral se integrarán mayoritariamente por representantes de los partidos políticos nacionales. Las mesas directivas de casilla estarán integradas por ciudadanos.

[…]”
Del precepto citado se desprende que el Órgano Reformador de la Constitución consideró pertinente que, dadas las características del Instituto Federal Electoral, el régimen laboral de los empleados del organismo electoral debía establecerse en un cuerpo normativo específico. Así, el régimen laboral de los trabajadores del Instituto Federal Electoral se excluye del régimen general que contempla el artículo 123 de la Constitución Federal y se regula de forma independiente. Es necesario señalar que la fracción VII del artículo 99 constitucional adquiere sentido dentro de este régimen diferenciado al que están sujetos los trabajadores del Instituto Federal Electoral. La Constitución Federal asigna la resolución de las controversias laborales al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
Ahora bien, independiente de la relación laboral que existe entre el funcionario (trabajador) y el Estado (patrón), los funcionarios se encuentran sujetos al régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Este régimen define cuáles son las obligaciones de los servidores públicos en el desempeño de su empleo, cargo o comisión. El catálogo de obligaciones, las sanciones por el incumplimiento y el procedimiento para sancionar a los servidores públicos son normas materialmente diferentes a las normas laborales. Incluso se encuentran contenidas en cuerpos normativos diferentes.
De esta forma, una vez que se han señalado las características del régimen laboral y el régimen de responsabilidades de los servidores públicos es posible estudiar los actos reclamados en la demanda de amparo con el fin de determinar a qué régimen corresponden.

Cuando el Instituto Federal Electoral sanciona a uno de sus funcionarios por considerar que incurrió en alguna de las causas de responsabilidad que establece la legislación de responsabilidades administrativas de los servidores públicos no actúa como patrón del funcionario. La sanción que se le impone no obedece a la violación de algún deber que tenía en tanto trabajador, sino que responde a un régimen de obligaciones diferentes. Adicionalmente, el Instituto Federal Electoral puede sancionar a sus trabajadores por faltas a las obligaciones que derivan del vínculo laboral que existe entre el instituto y sus trabajadores. Es este caso, las causas para imponer una sanción derivan del incumplimiento de las condiciones de trabajo y son diferentes a las de responsabilidad de los servidores públicos ya que este sistema responde a una lógica diferente.

Para poder realizar de forma adecuada la distinción entre el régimen laboral y el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, es fundamental comprender que el mismo órgano puede actuar respecto de los mismos sujetos en los dos regímenes normativos. Pero esta identidad en los sujetos, no puede llevar a la equiparación de ambos regímenes ya que responden a objetivos diferentes, tienen condiciones de aplicación diferentes, las sanciones no son las mismas y se tramitan de forma diferente.
La Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la Contradicción de Tesis 2/98 en sesión de cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, aprobada por unanimidad de cinco votos, estudió el tema de la diferencia entre el régimen laboral de los trabajadores al servicio del Estado y el régimen de responsabilidades administrativas. De dicho asunto derivó la siguiente tesis de jurisprudencia:

“TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. ES IMPROCEDENTE LA VÍA LABORAL PARA DEMANDAR LA REINSTALACIÓN O LA INDEMNIZACIÓN CUANDO LA DESTITUCIÓN, CESE O SUSPENSIÓN CONSTITUYE UNA SANCIÓN POR FALTAS ADMINISTRATIVAS. Es improcedente la vía laboral para demandar la reinstalación, o bien, la indemnización de ley por despido o suspensión injustificados, cuando este despido o suspensión constituyen una sanción impuesta al servidor público por faltas administrativas, en virtud de que en este supuesto no se está frente a un acto del patrón Estado que suspende o despide a un trabajador en los términos de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado; estrictamente, no existe un acto de naturaleza laboral que genere un conflicto entre el trabajador y el patrón Estado, sino que se trata de la suspensión o destitución como sanción administrativa impuesta por el Estado por faltas de carácter administrativo conforme a lo previsto en el título cuarto de la Constitución denominado "De las Responsabilidades de los Servidores Públicos" y en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que reglamenta dicho título. Si bien las acciones de reinstalación y pago de salarios caídos persiguen finalidades esencialmente iguales, tanto en el ámbito asimilado al laboral que es propio de los burócratas, como en el ámbito administrativo que acaba de señalarse, no deben confundirse entre sí, porque reconocen génesis jurídicas diferentes, ya que la primera se halla fincada en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (en competencia federal), o en las leyes locales que rigen las relaciones entre los Estados y Municipios con sus servidores (en la esfera estatal), mientras que la segunda deriva de la aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos o de las leyes locales respectivas. La distinción es fundamental y de gran trascendencia, porque reconociendo ambos regímenes normativos -el asimilado al laboral y el administrativo-, diferentes causales de suspensión y remoción, distintos procedimientos y diferentes defensas, las acciones a que dan lugar no pueden, válidamente, confundirse, porque no son optativas ni intercambiables, de tal manera que cada una sigue su propio curso. Por tanto, aunque a través de una acción laboral se demande la reinstalación, el pago de salarios caídos o aun la indemnización, alegando despido injustificado, si la suspensión o el cese constituyen una sanción administrativa, la vía laboral es improcedente porque no se trata de un acto laboral sino administrativo; tanto es así, que los tribunales del trabajo no podrían decidir sobre la procedencia de las prestaciones laborales exigidas, sin examinar y decidir sobre la legalidad de la sanción administrativa, lo cual queda fuera de su competencia material.”
.
A continuación se trascribe la parte de la sentencia en la que se señalan las diferencias que existen entre ambos regímenes normativos y las razones por las que no es correcto asimilarlos.
Conforme a los artículos transcritos, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos tiene por objeto reglamentar el Título Cuarto de la Constitución en materia de los sujetos de responsabilidad  en el servicio público, las obligaciones relativas, las responsabilidades y sanciones administrativas y las que deban resolverse mediante juicio político, las autoridades competentes y los procedimientos aplicables y, por último, el registro patrimonial de los servidores públicos. Por ello, determina quiénes son los sujetos de la ley que pueden incurrir en responsabilidad administrativa; cuáles son las obligaciones que deben salvaguardarse  en el desempeño del empleo, cargo o comisión, cuyo incumplimiento da lugar a un procedimiento administrativo que puede culminar con diversas sanciones, entre ellas, la suspensión o destitución del servidor público, las que pueden impugnarse ante la propia autoridad a través del recurso de revocación, cuya interposición suspenderá la ejecución de la resolución cuando lo solicite el promovente si se admite el recurso y, además, la ejecución produzca daños o perjuicios de imposible reparación y no traiga como consecuencia la consumación o continuación de actos u omisiones que impliquen perjuicio al interés social o al servicio público. Asimismo, el afectado con la sanción administrativa puede optar entre interponer el recurso de revocación o impugnar aquélla directamente ante el Tribunal Fiscal de la Federación, ante el que también podrá combatirse la resolución que recaiga al recurso de revocación. Por último, la resolución anulatoria dictada por dicho Tribunal, que cause ejecutoria, tendrá el efecto de restituir al servidor público en el goce de los derechos de que hubiese sido privado por la ejecución de la sanción anulada.

Se sigue de lo anterior que la resolución por la cual culmina el procedimiento administrativo relativo a faltas o responsabilidades de los servidores públicos, con la imposición de alguna de las sanciones previstas en el artículo 53 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores, es materialmente de naturaleza administrativa y, por tanto, cuando el despido, cese o suspensión de un  trabajador al servicio del Estado constituye una sanción derivada de una falta o responsabilidad administrativa, sólo puede impugnarse en la vía administrativa, […].

En consecuencia, tratándose del despido, cese o suspensión de un trabajador burocrático derivado de una falta o responsabilidad administrativa, no puede plantearse  el problema de prescripción de la acción laboral para demandar la reinstalación, o bien, la indemnización de ley por despido o suspensión injustificado ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en virtud de que esta vía no procede respecto de un acto que no tiene naturaleza laboral sino administrativa, como lo es el cese o suspensión como sanción administrativa. 

Una vez que se han separado con claridad las materias laboral y de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, es posible apreciar que la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no facultó al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de la totalidad de los conflictos que pudieran surgir entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores. El citado precepto constitucional exclusivamente asignó al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación competencia para conocer de aquellos conflictos laborales que se susciten entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores. Por lo tanto, al ser el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos una materia independiente, ésta no puede considerarse asignada al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
Por lo tanto, si en el caso en cuestión el quejoso señala en su demanda de amparo como actos reclamados diversas resoluciones dictadas en procedimientos de responsabilidades de servidores públicos, es claro que no se encuentra en el supuesto de la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior ya que la citada fracción, como ya se dijo, se refiere exclusivamente a los conflictos laborales, esto es, aquellos en que el Instituto Federal Electoral actúa como patrón. En consecuencia, no puede declararse improcedente el juicio de amparo por ser competente el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Régimen electoral y régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.
En la sentencia recurrida el Juez de Distrito también consideró que en el caso el juicio de amparo era improcedente ya que se actualizaba la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en términos de la fracción VIII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Como se precisó en párrafos anteriores, el acto reclamado en la demanda de amparo consistió en diversas resoluciones que fueron emitidas por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dentro de un procedimiento administrativo para el fincamiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la fracción VIII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se refiere a este tipo de sanciones, por lo que en el citado caso no se actualiza la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Lo anterior se sustenta en que, como se explicará en los siguientes párrafos, la citada fracción del artículo 99 de la Constitución Federal se refiere exclusivamente a las sanciones que imponga el Instituto Federal Electoral en materia electoral.
En consecuencia, debe señalarse que es incorrecta la conclusión a la que arriba el Juez de Distrito ya que la citada fracción se refiere a las sanciones que imponga el Instituto Federal Electoral en materia electoral. En este punto es necesario distinguir entre el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos y el régimen electoral.

De acuerdo con la normativa vigente, el Instituto Federal Electoral se encuentra facultado para imponer sanciones tanto en materia electoral como tratándose de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Pero este hecho no debe llevar a afirmar que ambos regímenes son iguales. Si bien es el mismo órgano el que en ambos casos impone una sanción a un sujeto, es necesario encontrar la razón por la cuál impone la sanción, esto es, la normativa aplicable. Evidentemente no son iguales las sanciones que se imponen a un funcionario por violar sus deberes como servidor público que la sanción que el mismo Instituto Federal Electoral pueda imponer por violaciones a la normativa electoral.
Como puede observarse, cada una de las materias responde a razones diferentes, buscan fines diversos y utilizan diferentes medios para alcanzarlos. Esto es lo que explica que el legislador contemple diferentes vías para la tramitación de, en este caso, inconformidades producto de actuaciones del Instituto Federal Electoral actuando en diferentes materias.

Así, al referirse el artículo 99, fracción VIII, de la Constitución Federal a la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ésta se limita a las sanciones que el Instituto Federal Electoral imponga por violaciones a la normativa electoral vigente.

Por lo tanto, si en el caso en cuestión el acto reclamado consiste en diversas resoluciones dictadas dentro de un procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, es claro que no se actualiza la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. En consecuencia, fue errónea la decisión del Juez de Distrito de sobreseer en el juicio de amparo por considerar que se actualizaba una causal de improcedencia.
Como consecuencia de lo anterior, se reserva jurisdicción al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito para que, de no encontrar alguna otra causal de improcedencia, se ocupe del estudio de los conceptos de violación hechos valer por la parte quejosa.

Antes de finalizar es pertinente mencionar que no pasa desapercibido a esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el criterio sostenido en la presente resolución se encuentra en contradicción con algunas resoluciones emitidas por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
 En el expediente se encuentran copias de diversas resoluciones del mencionado órgano jurisdiccional en el que a través del juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral resuelve litigios derivados de sanciones impuestas por violaciones al régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Sin embargo, por las razones que se han expuesto a lo largo de la presente resolución, esta Primera Sala considera que se debe distinguir entre los diferentes regímenes normativos a que se encuentran sujetos los trabajadores del Instituto Federal Electoral ya que cada uno abre vías procesales diferentes.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, se revuelve:

PRIMERO.- En la materia de la revisión, competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO.- Se reserva jurisdicción al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en términos del último considerando de esta resolución.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, José Ramón Cossío Díaz (ponente), Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y presidente Sergio A. Valls Hernández. El ministro Gudiño Pelayo anunció que formularía voto concurrente.

Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA

MINISTRO SERGIO A. VALLS HERNÁNDEZ

MINISTRO PONENTE 

JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ 

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

 LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES.
“En términos de lo previsto en los artículos 3° fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de trasparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerara legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO JOSÉ DE JESÚS GUDIÑO PELAYO EN EL AMPARO EN REVISIÓN 1232/2008.

I. Planteamiento del problema.

En el presente asunto se analizó la sentencia recurrida, mediante la cual el Juez de Distrito decretó la improcedencia del juicio de amparo en contra de diversas resoluciones emitidas por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dentro de un procedimiento instaurado al quejoso para el fincamiento de responsabilidades administrativas, porque, estimó que se actualizaba la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en términos de la fracción VIII del artículo 99 de la Constitución Federal.

En esta tesitura, el punto a resolver consistió en determinar si, como había sostenido el Juez de Distrito, el amparo era improcedente y se surtía la competencia del Tribunal Electoral; o si, como adujo, el quejoso recurrente, en coincidencia con lo que alegó la responsable, el juicio de amparo era el medio de impugnación procedente en estos casos.

II. Consideraciones de la sentencia.

Derivado de un análisis de los regímenes laboral, de responsabilidades administrativas y electoral de los servidores públicos del Instituto Federal Electoral, la Primera Sala arribó a la convicción de que para resolver el tema de la procedencia del juicio de amparo era necesario interpretar el alcance de las fracciones VII y VIII del artículo 99 constitucional.

En este tenor, se determinó que la fracción VII del artículo 99 constitucional no faculta al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de la totalidad de los conflictos que pudieran surgir entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores, pues, dicho precepto exclusivamente le asignó competencia para conocer de conflictos laborales, por tanto, al ser el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos una materia independiente, ésta no puede considerarse asignada al mismo.

Para sostener lo anterior, la sentencia realiza la distinción entre conflictos laborales y el régimen de responsabilidades administrativas, con la cual coincido.

En cuanto a la fracción VIII
del mismo precepto, se determinó que ésta se refería exclusivamente a las sanciones impuestas por el Instituto Federal Electoral en materia electoral.

Así las cosas, se determinó que era procedente, en primer lugar, revocar la resolución combatida y, en segundo lugar, reservar jurisdicción al Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito correspondiente para que, de no encontrar alguna otra causal de improcedencia, se avocará al estudio de los conceptos de violación hechos valer por el quejoso.

III. Opinión personal.

Comparto la decisión de la Sala y por eso voté a favor de la procedencia del juicio de amparo.

Sin embargo, me parece que la sentencia adolece o, más bien, carece en parte de razones para sostener lo que ahí se afirma.

En efecto, la resolución afirma que la fracción VIII del artículo 99 constitucional no se refiere a sanciones administrativas y, con base en ello, niega competencia al Tribunal Electoral, al tiempo que sostiene la procedencia del juicio de garantías.

¿En qué se basa la sentencia para decir lo anterior? No encuentro razones. Creo que para atender a un deber mínimo de motivación era necesario que la Sala señalara los razonamientos pertinentes, para establecer por qué esa porción normativa se constriñe a las sanciones en materia electoral, máxime que la redacción de la fracción habla de sanciones de manera genérica; y considerando también que, en anteriores precedentes, la Sala Superior del Tribunal Electoral había interpretado que esta facultad le daba competencia para revisar sanciones no electorales.

Esto es, creo que la sentencia debió haber precisado el por qué la fracción VIII del artículo 99 constitucional no comprende sanciones administrativas, sino sólo sanciones en materia electoral.

En mi opinión, la intelección de esa porción normativa debe ser que, efectivamente, la competencia del Tribunal Electoral se constriñe a revisar sanciones electorales, pues, creo que tanto el origen y los fines del precepto así lo evidencian.

Del propio proceso legislativo de la reforma constitucional del 22 de agosto de 1996, se advierte que una de las preocupaciones de los partidos políticos y de la sociedad se centraba en evitar los desequilibrios perjudiciales para la competencia democrática, pues, si bien, con la reforma al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales de 1993 se dio un primer paso en ese sentido, ”a través del establecimiento de límites a las aportaciones individuales de simpatizantes de los partidos políticos, de normas para limitar los gastos de campaña y de órganos y procedimientos para controlar y vigilar el manejo transparente de estos recursos”
, se consideró que para consolidar dicha protección era necesario que en la Constitución se sentarán “las premisas fundamentales de la transparencia y la equidad en las condiciones de la competencia”
. En este tenor, se estableció un nuevo sistema de financiamiento público.

En consonancia con ello, el artículo 41 constitucional se reformó en aras de reforzar la autonomía e independencia del Instituto Federal Electoral, a través de la precisión de sus atribuciones; la modificación de su órgano superior de dirección, el Consejo General; el procedimiento general para la designación de sus miembros; etcétera. Así, se configuró como un órgano de Estado encargado de la función electoral, al tenor de los “cánones de la imparcialidad, objetividad, legalidad, la independencia, la certeza y probidad”
.

Particularmente, en lo que aquí interesa, en el precepto constitucional de referencia se estableció que en la legislación ordinaria quedarían precisadas las sanciones que dicho órgano electoral podría imponer por violaciones en materia de financiamiento y gastos de campaña.

Asimismo, se buscó perfeccionar el sistema de justicia electoral, para lo cual, se modificó el artículo 99 constitucional, con el propósito de incorporar al Tribunal Electoral al Poder Judicial de la Federación como máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del mismo y con ello, concentrar en la jurisdicción electoral prácticamente todo lo vinculado con la materia, pues, incluso con esta reforma se rompió el paradigma bajo el que durante décadas operó la calificación de la elección presidencial, al pasar del ámbito del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión al Tribunal Electoral, a través del conocimiento de recursos y como órgano encargado del cómputo final y de formular la declaratoria de validez respectiva.

Concretamente, en lo que aquí interesa, la fracción VIII del precepto en cuestión estableció la facultad del Tribunal Electoral para imponer “sanciones en la materia”, esto es, de índole electoral, por ser éste el ámbito de su especialización.

Ahora bien, mediante reforma del 13 de noviembre de 2007, dicha porción normativa fue modificada, tal como se aprecia del siguiente cuadro:

	Texto derivado de la reforma constitucional de 1996 y anterior a la de 2007.
	Texto vigente derivado de la reforma constitucional de 2007.

	Artículo 99. […]

[…..]

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga le ley, sobre:

[…..]

VIII. La determinación e imposición de sanciones en la materia; y

[…]
	Artículo 99. […]

[…..]

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:

[…..]

VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Federal Electoral a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, que infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las leyes, y

[…]


Como puede advertirse, si bien el texto constitucional ahora vigente sólo alude a “sanciones” sin mayor precisión, la fracción en cuestión adquiere un significado específico cuando se ve bajo la perspectiva de las razones expuestas durante el proceso legislativo correspondiente y de la evolución de la materia.

La exposición de motivos elaborada al efecto, señala que los objetivos de la reforma son:

[…..]

El primer objetivo es disminuir en forma significativa el gasto en campañas electorales, lo que se propone alcanzar mediante la reducción del financiamiento público […]

[…..]

Un segundo objetivo es el fortalecimiento de las atribuciones y facultades de las autoridades electorales federales a fin de superar las limitaciones que han enfrentado en su actuación. De esta manera, el Instituto Federal Electoral vería fortalecida su capacidad para desempeñar su papel de árbitro en la contienda, mientras que al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación la Iniciativa propone perfeccionar su facultad para decidir la no aplicación de leyes electorales contrarias a la Constitución Federal, en armonía con la calidad de Tribunal Constitucional que la propia Constitución reserva para la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Fortalecer la autonomía del Instituto Federal Electoral es propósito directo y central de esta Iniciativa. Como lo es también en lo que hace al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

[…..]

El tercer objetivo que se persigue con la reforma constitucional propuesta es de importancia destacada: impedir que actores ajenos al proceso electoral incidan en las campañas electorales y sus resultados a través de los medios de comunicación; así como elevar a rango de norma constitucional las regulaciones a que debe sujetarse la propaganda gubernamental, de todo tipo, tanto durante las campañas electorales como en periodos no electorales.

[…..]

En este tenor, se advierte que la reforma de 2007 se centró en la regulación de diversos aspectos vinculados con los procesos electorales, entre los que destaca, la respuesta a “los dos grandes problemas que enfrenta la democracia mexicana: el dinero; y el uso y abuso de los medios de comunicación”
, pues, para ello, entre otros aspectos, se fortaleció la atribución del Instituto Federal Electoral para imponer sanciones a partidos políticos, personas físicas o morales, según se aprecia del texto del artículo 41 constitucional.

Art. 41.- […]

[…]

II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los propios partidos y sus campañas electorales, debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado.

[…]

c) […]

La ley fijará los límites a las erogaciones en los procesos internos de selección de candidatos y las campañas electorales de los partidos políticos. La propia ley establecerá el monto máximo que tendrán las aportaciones de sus simpatizantes, cuya suma total no podrá exceder anualmente, para cada partido, al diez por ciento del tope de gastos establecido para la última campaña presidencial; asimismo ordenará los procedimientos para el control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con que cuenten y dispondrá las sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones.

[…]

III. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho al uso de manera permanente de los medios de comunicación social.

Apartado A. El Instituto Federal Electoral será autoridad única para la administración del tiempo que corresponda al Estado en radio y televisión destinado a sus propios fines y al ejercicio del derecho de los partidos políticos nacionales, de acuerdo con lo siguiente y a lo que establezcan las leyes:

[…..]

Los partidos políticos en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí o por terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión.

Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular. Queda prohibida la transmisión en territorio nacional de este tipo de mensajes contratados en el extranjero.

[…]

Apartado B. Para fines electorales en las entidades federativas, el Instituto Federal Electoral administrará los tiempos que correspondan al Estado en radio y televisión en las estaciones y canales de cobertura en la entidad de que se trate, conforme a lo siguiente y a lo que determine la ley:

[…..]

Apartado C. En la propaganda política o electoral que difundan los partidos deberán abstenerse de expresiones que denigren a las instituciones y a los propios partidos, o que calumnien a las personas.

[…]

Apartado D. Las infracciones a lo dispuesto en esta base serán sancionadas por el Instituto Federal Electoral mediante procedimientos expeditos, que podrán incluir la orden de cancelación inmediata de las transmisiones en radio y televisión, de concesionarios y permisionarios, que resulten violatorias de la ley.

IV. La ley establecerá los plazos para la realización de los procesos partidistas de selección y postulación de candidatos a cargos de elección popular, así como las reglas para las precampañas y las campañas electorales.

[…]

La violación a estas disposiciones por los partidos o cualquier otra persona física o moral será sancionada conforme a la ley.

V. La organización de las elecciones federales es una función estatal que se realiza a través de un organismo público autónomo denominado Instituto Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios […]

[…..]

La fiscalización de las finanzas de los partidos políticos nacionales estará a cargo de un órgano técnico del Consejo General del Instituto Federal Electoral, dotado de autonomía de gestión, cuyo titular será designado por el voto de las dos terceras partes del propio Consejo a propuesta del consejero Presidente. La ley desarrollará la integración y funcionamiento de dicho órgano, así como los procedimientos para la aplicación de sanciones por el Consejo General. En el cumplimiento de sus atribuciones el órgano técnico no estará limitado por los secretos bancario, fiduciario y fiscal.

[…..]

En vinculación con el ejercicio de la facultad de mérito, la fracción VI del artículo 41 constitucional estableció un sistema de medios de impugnación, con la finalidad de garantizar el apego a los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones
 del Instituto Federal Electoral.

Así, concretamente, la fracción VIII del artículo 99 constitucional amplió y precisó la facultad del Tribunal Electoral para determinar e imponer sanciones a partidos o agrupaciones políticas y, para que no hubiera duda, también cuando se sancionara a personas físicas o morales, nacionales o extranjeras (que no son propiamente sujetos de derecho electoral, pero sí se involucran en la materia) por violaciones a normas electorales.

Esto es, a través de la reforma de 2007, se siguió bordando sobre el texto anterior de los artículos 41 y 99 constitucionales, relativos a las atribuciones del Instituto Federal Electoral y del Tribunal Electoral, respectivamente, con la finalidad de fortalecerlos en la materia. 

La exposición de motivos, dijo:

No se propone empezar de nuevo; sino consolidar lo que, bajo el tamiz de la experiencia, probó eficacia democrática y buenos resultados; queremos corregir lo que no funcionó y, sobre todo, seguir construyendo soluciones que hacen más amplio el camino de la democracia.

Lo anterior, además encuentra apoyo, por ejemplo, en lo señalado en el Dictamen de la Cámara de origen, el cual, en la parte que interesa, dice:

DICTAMEN DE ORIGEN

(…)

CONSIDERACIONES

(…)

ANÁLISIS DE LAS PROPUESTAS ESPECÍFICAS CONTENIDAS EN LA INICIATIVA Y RESOLUCIONES DE LAS COMISIONES UNIDAS DE DICTAMEN

(…)

CUARTO.

Artículo 99

La reforma propuesta por la Iniciativa a la fracción VIII del artículo 99 es congruente con las facultades ampliadas de la autoridad administrativa electoral establecidas por la reforma al artículo 41 del mismo Proyecto de Decreto. La propuesta es de aceptarse en virtud de que al establecerse la facultad para el IFE de sancionar a personas físicas o morales por violaciones a las normas constitucionales y legales que enmarcan los procesos electorales, esas mismas personas deben tener asegurada la posibilidad de acudir ante la autoridad jurisdiccional especializada en dicha materia, la electoral, para la protección de sus derechos. […]

En ese tenor, estimo que la fracción VIII del artículo 99 constitucional se refiere como afirmó, pero no razonó, la mayoría a sanciones electorales y no administrativas, de manera que, la competencia del Tribunal Electoral sólo se surte en los primeros casos y no respecto de sanciones derivadas de procedimientos administrativos a servidores públicos del Instituto Federal Electoral, en cuyo caso, procede el juicio de amparo.

Por lo demás es importante enfatizar que la procedencia del juicio de amparo radica en que se den sus propias hipótesis de procedencia, en términos de los artículos 103 y 107 constitucionales y, en general, de lo dispuesto por la Ley de Amparo y, en la especie, de que no se advierte que respecto de los actos combatidos se actualice alguna causa de improcedencia constitucional, legal o jurisprudencial que impida su estudio.

Si aquí lo que se estudia es la interpretación de esta porción del artículo 99 constitucional, no es porque estemos necesariamente considerando que el amparo tiene una procedencia residual o por exclusión (cuando no sea competente el Tribunal Electoral), sino porque ésta resultó de los planteamientos hechos valer y las consideraciones del inferior, en la parte materia de la revisión.

Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo.

Secretario de Acuerdos de la Primera Sala:

Lic. Heriberto Pérez Reyes.
� Fojas 1308 a 1315 del expediente de amparo. 


� Fojas 20 a 37 del  toca de revisión del Tribunal Colegiado de Circuito.


� Fojas 48 a 57 del toca.


� Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, volumen 199 – 204 Quinta Parte, p. 34.


� Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, volumen 70, Quinta Parte, p. 35.


� Tesis 2ª/J. 14/99, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo IX, marzo de 1999, p. 257.


� Los juicios para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral son: SUP-JLI-002/2003 y SUP-JLI-101/2007.


� Art. 99.- (…)


(…)


VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores;


VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Federal Electoral a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, que infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las leyes, y


(…)


� Exposición de motivos, publicada el 22 de agosto de 1996.


� Ibídem


� Minuta, dictamen y discusión de la Cámara Revisora.


� Exposición de motivos.


� Artículo 41. [...]


[…..]


VI. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, se establecerá un sistema de medios de impugnación en los términos que señalen esta Constitución y la ley. […]


[…]
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